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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. CHAVERRA CASTRO GERSON  Rad. 11001600001720110857101 (16-03-12) FLAGRANCIA - Rebaja de pena por allanamiento – Diferentes interpretaciones que pueden darse al artículo 57 de la ley 1453 de 2011 que introdujo un parágrafo al artículo 301 de la ley 906 de 2004: Inconveniencia de la aplicación de cada una de estas tesis - Inaplicación por inconstitucionalidad del artículo 57 de la ley 1453 de 2011.
“Ahora, menester es destacar que el parágrafo del aludido precepto normativo tiene diferentes lecturas, siendo importante indicar que la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en decisión del 5 de septiembre de 2011, radicado 36502, optó por una interpretación conforme a la cual en los casos de flagrancia la rebaja punitiva por la aceptación anticipada de responsabilidad es de la cuarta parte de la pena, sin consideración al momento en que opere el allanamiento o preacuerdo,..

(…)
Otra interpretación que se le da a la norma en referencia es que cuando el parágrafo alude a la ¼ parte del beneficio, el interés no es el de rebajar una cuarta parte de toda la pena individualizada, sino que si el allanamiento ocurrió en la audiencia de formulación de imputación se rebaje la cuarta parte de hasta el cincuenta por ciento de reducción consagrado en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004; esa misma cuarta parte respecto de la reducción de hasta la tercera parte que opera en la audiencia preparatoria, acorde con el artículo 356 ibídem; y la misma proporción en el baremo fijo de la sexta parte de la pena que por allanamiento se establece al inicio de la audiencia de juicio oral. 

Una tercera interpretación propugna por señalar que la restricción en la rebaja de la ¼ parte opera sólo para cuando el capturado en flagrancia se allana en la audiencia de formulación de imputación, pues el parágrafo introducido por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, alude a que la persona que incurra en las causales anteriores –se refiere a la situación de flagrancia- sólo tendrá una ¼ parte del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, norma referida al monto de la rebaja por aceptación de cargos al momento de la imputación o por realizar preacuerdos antes de la radicación del escrito de acusación.

Para el Tribunal, el entendimiento en tales términos del precepto en cuestión, resulta violatoria de los principios constitucionales de igualdad y proporcionalidad. Veamos:

En los términos del preámbulo de la Constitución de 1991, uno de los fines por los cuales el pueblo colombiano se constituyó en una democracia constitucional es la obtención de un orden justo, postulado que debe ser aplicado al interior del proceso penal, ya que de acuerdo con la sentencia C-479 de 1992, proferida por la Corte Constitucional, “el preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la Carta instaura y, por tanto, toda norma –sea de índole legislativo o de otro nivel-, que desconozca cualquiera de los fines en él señalados, lesiona la Constitución porque traiciona sus principios”. 
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En tal orden de ideas, si entendemos que la rebaja de la ¼ parte para los eventos de allanamientos, se aplica en los casos de captura en flagrancia, independientemente del momento procesal en que el acusado acepta su responsabilidad, ello entraña una violación al principio de igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, consagrado en el artículo 13 de la Carta Política, ya que representaría que el sujeto que acepta cargos en la audiencia de formulación de imputación, recibiría igual beneficio que aquel que decide allanarse en la audiencia preparatoria o suscribir un preacuerdo luego de presentado el escrito de acusación, lo cual no se advierte proporcionado, en la medida que quien se acoge a cargos en su primera salida procesal, evita un mayor desgaste del aparato jurisdiccional del Estado, y por ende, mayor debe ser el descuento punitivo que se le otorgue.

No es adecuado considerar que se encuentran en similar condición quienes aceptan los cargos durante la audiencia de formulación de imputación, que aquellos que lo hacen en un momento posterior, pues se insiste, en el primer evento, se aprecia de manera objetiva que existe un mayor ahorro de la actividad judicial, por tanto resulta contrario al principio de igualdad que se le dé el mismo tratamiento a situaciones desiguales.

Por tanto, si bien es cierto que en los casos de flagrancia la administración de justicia cuenta con un referente importante para desvirtuar la presunción de inocencia, por lo que resulta legitimo que en tales eventos el legislador regule que en frente al allanamientos o los preacuerdos no se debe otorgar el máximo descuento punitivo, dado que el Estado no debe realizar un gran esfuerzo para alcanzar la declaratoria de responsabilidad del sindicado, no es menos cierto que en tal regulación no se puede pasar por alto que la rebaja que se otorgue debe tomar en consideración el momento procesal en que se realiza la aceptación de cargos, pues así se trate de eventos en flagrancia, debe diferenciarse y recibir un mayor descuento aquel sujeto que evita un mayor desgaste de la actividad judicial, al allanarse en su primera salida procesal, que aquel que lo hace ya bien avanzado el proceso penal. 

La anterior premisa, fundamentada en principios de igualdad y proporcionalidad, fue desconocida por el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, al regular, una rebaja estandarizada para todos los momentos procesales en que se verifique la aceptación de responsabilidad, con lo cual se desconoció uno de los fines esenciales del Estado social y democrático de derecho, cual es, la vigencia de un orden justo.
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En segundo orden, entender que el alcance del precepto materia de análisis apunta a que el descuento punitivo a tener en cuenta sea la cuarta parte del beneficio, esto es, si el allanamiento ocurrió en la audiencia de formulación de imputación se rebaje la cuarta parte de hasta el cincuenta por ciento de reducción consagrado en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004; esa misma cuarta parte respecto de la reducción de hasta la tercera parte que opera en la audiencia preparatoria, acorde con el artículo 356 ibídem; y la misma proporción en el baremo fijo de la sexta parte de la pena que por allanamiento se establece al inicio de la audiencia de juicio oral, vulnera el principio de proporcionalidad que debe existir entre el ahorro de trabajo judicial y el desgaste que se le evita al aparato judicial cuando se verifica una terminación anticipada del proceso penal, por razón de allanamientos y preacuerdos y los descuentos o beneficios punitivos a que se hacen merecedores los acusados, ya que una rebaja de tal magnitud, termina siendo muy insignificante para el beneficio que la conducta procesal del encartado le representa al Estado, frente a la declaratoria rápida de responsabilidad penal que obtiene, lo que necesariamente conlleva a que se desaliente la terminación anticipada del proceso, toda vez que difícilmente va a renunciar a juicio un capturado en flagrancia  para obtener una rebaja tan pequeña.
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Tampoco se aviene a la Constitución Política la interpretación según la cual la restricción que establece el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, sólo opera cuando el capturado en flagrancia se allana en la audiencia de formulación de imputación o celebra preacuerdos antes de la presentación del escrito de acusación, pues tal alcance resulta contrario al principio de proporcionalidad, que vale decirlo, según sentencia C-070 de 1996 de la Corte Constitucional, se encuentra contenido implícitamente en el Estatuto Fundamental, en la medida que implica que el capturado en flagrancia que decida aceptar su responsabilidad en la audiencia de imputación o preacordar después de surtida ésta, ello le representa un descuento punitivo poco significativo, en tanto que si acepta cargos en la audiencia preparatoria o preacuerda luego de radicado el escrito de acusación, con dicha actitud procesal alcanzaría una rebaja, no de la ¼ parte de la pena, sino de la tercera parte, lo que termina propiciando conductas procesales contrarias a la relación de proporcionalidad que debe existir entre el momento del allanamiento y el beneficio punitivo que se  otorga, ya que bajo tal interpretación, resulta más provechoso para un capturado en flagrancia aceptar su responsabilidad luego de bien avanzado el trámite procesal.  

Por lo expuesto, se considera que al amparo del artículo 4° de la Carta Política, el Tribunal se encuentra legitimado para inaplicar, por ser contrario a la Constitución, el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011…”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

1.2. M. P. CHAVERRA CASTRO GERSON  Rad. 110016000028200903094-04 (03-02-12) CONCURSO - Dosificación punitiva – Máxima pena para delito individualmente considerado – Máxima pena para el concurso.

“Abordando, en segundo lugar, el estudio del reparo realizado por el representante del ente acusador relativo a que por tratarse de un concurso de conductas punibles la pena a imponer no se debió establecer, como lo hizo el a quo, entre 400 y 600 meses de prisión, sino que va hasta 60 años, el Tribunal tiene para expresar lo siguiente:

El artículo 37-1 del Código Penal, modificado por el artículo 2° de la Ley 890 de 2004, prevé que “la pena de prisión para los tipos penales tendrá una duración máxima de cincuenta años, excepto en los casos de concurso”. Conforme a este mandato legal es claro que los tipos penales contenidos en la parte especial del estatuto punitivo no podrán regular penas de prisión superiores a cincuenta años de prisión. Ahora, vale precisar que cuando el precepto en referencia exceptúa del límite máximo punitivo los casos de concurso de delitos, debe entenderse, armonizando de manera integral su contenido  gramatical  que,   dicha   excepción,  apunta  a  que  cuando  se  está  bajo    fenómenos 

concursales la pena que en definitiva se imponga al sentenciado, por todas las conductas objeto de juzgamiento, sí puede ser superior de cincuenta años de prisión, pero en el proceso de dosificación punitiva de cada delito individualmente considerado, el límite máximo punitivo a tener como referente no puede ser superior a cincuenta años.

Ratifica la anterior postura el contenido del inciso segundo del artículo 31 del Código Penal, modificado por el artículo 1° de la Ley 890 de 2004, norma que prescribe que “en ningún caso, en los eventos de concurso, la pena privativa de la libertad podrá exceder de sesenta años”, mandato que se complementa de manera armónica con el contenido del artículo 37-1 ibídem, ya que se advierte claramente que la excepción que regula este último precepto está circunscrita a que cuando se trata de casos de concurso de delitos la suma jurídica de penas que debe realizarse podrá ser superior a cincuenta años de prisión, pero sin que pueda sobrepasar los sesenta. Claro está, en todo caso se debe respetar, en la dosificación individual de la pena que corresponde a cada conducta punible, la regla general según la cual la pena máxima de prisión a imponer por los tipos penales es la de cincuenta años de prisión.

Por consiguiente, como el caso sub examine entraña un concurso de conductas punibles, ya que los acusados fueron residenciados en juicio criminal por los delitos de homicidio agravado, tentativa de homicidio agravado y porte ilegal de armas de fuego de defensa personal, aplicando las anteriores reglas, se considera acertado que el a quo al realizar el proceso de dosificación punitiva, haya fijado los limites de movilidad para el punible de homicidio agravado entre 400 a 600 meses, esto es, entre 33,3 y 50 años de prisión, ya que si bien, por mandato del artículo 14 de  la  Ley 890 de 2004,    las   penas  originalmente  consagradas  en  los  tipos  penales  deben  aumentarse el mínimo en una tercera parte y el máximo en la mitad, tal operación debe surtirse sin que se sobrepase el límite máximo punitivo que, como regla general, estableció el artículo 37-1 del Estatuto Punitivo.”
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  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA
             Presidente                              Vicepresidente
                   Relatora
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